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SCI-747-2013
Comunicación de acuerdo 
							

	Para:
	Dr. Julio Calvo Alvarado, Rector
Sra. Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de Área de la Asamblea Legislativa


	De: 
	Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva 
Secretaría del Consejo Institucional
Instituto Tecnológico de Costa Rica 

	
Fecha:
	
4 de setiembre de 2013

	
	

	Asunto:


	Sesión Ordinaria No. 2835 Artículo 10, del 4 de setiembre de 2013.  Pronunciamiento del Consejo Institucional sobre Proyecto “Ley Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica, Expediente No. 18.663




Para los fines correspondientes se transcribe el acuerdo tomado por el Consejo Institucional, citado en la referencia, el cual dice:

CONSIDERANDO QUE:

1. En Sesión Ordinaria No. 2829 del Consejo Institucional, celebrada el 24 de julio de 2013, se conoce oficio CPAS-3074,  con fecha de recibido 18 de julio del 2013, suscrito por la Sra. Ana Lorena Cordero Barboza, Jefa de Área de la Asamblea Legislativa, dirigida al Dr. Julio C. Calvo, Rector, en la cual la Comisión Permanente de Asuntos Sociales somete a consulta el criterio de la institución, el Proyecto de Ley No. 18.663 “Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”.

2. Mediante oficio SCI-612-2013  de fecha 26 de julio de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido a la MSc. Martha Calderón, Directora de la Escuela de Ciencias Sociales, se le solicita criterio del Proyecto de Ley “Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”.  

3. Mediante oficio SCI-617-2013  con fecha 26 de julio de  2013, suscrito por la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, dirigido al Dr. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, se solicita el criterio sobre el Proyecto de Ley “Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”. 

4. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio, ECS-229-2013,  con fecha de recibido 07 de agosto del 2013, suscrito por la Licda. Mariam Álvarez Hernández, Directora a.i. de la Escuela de Ciencias Sociales, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez Salas, Directora Ejecutiva  de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite pronunciamiento sobre del Proyecto de Ley “Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”, Expediente No. 18.663, y que en lo conducente dice:

 “La Asamblea Legislativa pretende la creación de un órgano que constituya un medio, un foro, un órgano de diálogo, y de concertación social, elevándolo al rango constitucional de los Poderes Ejecutivo, Legislativo y las Instituciones Autónomas y del Poder Central. 

Entre los objetivos fundamentales del proyecto es necesario reconocer la necesidad de que los distintos sectores de la realidad política, económica y social en Costa Rica, estén representados en el Consejo, además estimamos que es necesario que exista diálogo, entre los integrantes del Consejo, los distintos sectores a quienes deben consultar y concederles espacios de diálogo, de consulta y muy especialmente de consenso y acuerdo entre las partes. 
Merece especial atención el interés del Proyecto en cuanto a convertir el Consejo en un medio a través del cual puede generarse la información necesaria obtenida producto de la consulta nacional a los medios económicos, políticos y sociales del país. 
El proyecto es muy ambicioso en cuanto refiere que el Consejo Económico Social se ha de convertir en un foro con representación de todos los sectores del país, y para tal efecto los miembros del Consejo y este último como un órgano colegiado pueden rendir dictámenes e informes con relación a la posición del Ente con respecto a los temas cuyo análisis se solicite a ellos. 
Estimamos que se encuentra en una etapa inicial, ya que el proyecto tal y como nos fue remitido adolece de una serie de elementos necesarios para su mejor valoración. 
El proyecto no es claro con relación a ¿cuáles son las personas que nombrarán a los integrantes del Consejo?, pareciera que los distintos sectores de la economía, la política, el desarrollo social y la misma sociedad civil serán quienes deberán recomendar a sus integrantes, sin embargo, el proyecto no lo dice en forma clara y precisa. 
Al presente proyecto le hace falta mayor concreción en aspectos como son los siguientes: a-Cuantos miembros tendrá el Consejo; b- Que sectores de los económicos, sociales, laborales, y políticos tendrá representación en el Consejo; c- Por cuánto tiempo han de ser nombrados y que criterios de selección se han de cumplir para hacer efectivo un nombramiento y el nombramiento se hará por designación del Gobierno y por voto popular; d- Quien pagará sus salarios y que parámetros se han de seguir para hacer la fijación y con qué clase de recursos se va a financiar; e- Igualmente las dietas tienen una equiparación a las devengadas por juntas directivas de órganos descentralizados u autónomos lo que puede generar una erogación excesiva y cuyo contenido económico no está claro- f- El Proyecto puede ser inconstitucional porque podría atentar contra la autonomía de algunas instituciones; g- El proyecto remitido nada mención con relación a los criterios de autonomía con respecto a los Poderes del 
Estado, cuando estos sometan a conocimiento del Consejo un proyecto y si sus resoluciones podrá ser recurridas y quien conocerá de ellas en una instancia superior y si en su actuación van a estar regidos o no por la Ley General de la Administración Pública o bajo qué normativa van a funcionar y finalmente nada menciona sobre los criterios que deben tomar en consideración los sindicatos, las cooperativas, asociaciones solidaristas, las cámaras patronales, y en general los distintos sectores y grupos de la sociedad civil, económica, laboral para hacerla designación de sus representantes cuando existe interés de que integren ese Consejo. 
Estimamos que el proyecto tal y como fue concebido deja por fuera a empresarios privados, agricultores, industriales y exportadores que no están necesariamente agremiados a la Unión de Cámaras y Asociaciones de la Empresa Privada ( UCCAEP), a la Confederación de trabajadores de la Rerum Novarum y otros grupos de poder que no estén necesariamente agremiados a esas cámaras patronales o sindicatos. 
El Consejo Económico y Social de Costa Rica deberá ser un órgano de participación tripartita y consultivo de la comunidad costarricense. Tripartita ya que intervendrá junto a la Asamblea Legislativa y al Poder Ejecutivo. En su composición deberán estar incluidos suficientes y reconocidos miembros de nuestra sociedad, que hayan tenido y que tengan una participación sumamente activa en el campo social, así como también profesionales, técnicos, expertos, etc. y que hayan sido designados por los gremios más representativos de la sociedad costarricense. Un problema a considerar es que este tipo de consejos tiene una amplitud de integrantes lo cual puede generar un problema de convocatoria, integración del quórum entre otros. También representa una problemática que al ser un órgano consultivo, podría entrar en colisión con otras instituciones que como las Universidades realizan actividades de consulta a la Asamblea Legislativa por ejemplo. Es importante, que éste Consejo Económico y Social de Costa Rica erradique políticas partidistas y que verdaderamente tenga un enfoque económico-social para buscar grandes soluciones a nuestro país, especialmente a las clases menos protegidas. 
El proyecto de ley en estudio, carece de un adecuado formato que permita una mejor comprensión y análisis. Debería estar dividido en cuatro o cinco capítulos, en dos o tres disposiciones adicionales y los transitorios necesarios para la vigencia del mismo. En el capítulo primero se deberá establecer la naturaleza jurídica del Consejo, estableciendo ésta, como un órgano participativo y de carácter consultivo de la Asamblea Legislativa y del Poder Ejecutivo, en los grandes proyectos socio-económicos de la sociedad costarricense. 
En el segundo capítulo deberá regularse la composición del Consejo, incluyéndose entre sus órganos y estructura a verdaderos representantes de organizaciones económicas y sociales de la sociedad costarricense; acompañados éstos con verdaderos expertos en los diferentes tópicos que vaya a conocer el citado consejo. Estos representantes y expertos deberán ser nombrados por la sociedad costarricense, dejándose de lado para dichos nombramientos, como ya se indicó en líneas anteriores, políticas partidistas. 
En este capítulo deberá regularse además, las causas de recusaciones, inhibiciones, las dietas, el régimen de asistencia a las sesiones del Consejo; las incompatibilidades y las causas de cese y renuncia, de los miembros que vayan a formar el Consejo de referencia. 
En un capítulo tercero deberá regularse todo lo relativo al funcionamiento de los órganos que van a conformar el Consejo. En este capítulo, además de lo anterior, deberá estipularse los aspectos financieros, como lo sería su presupuesto y el régimen económico y funcional del personal propio del consejo. 
En el capítulo cuarto, deberá regularse los aspectos financieros y presupuestarios del Consejo; estableciéndose los mecanismos adecuados para su control. 
Por último se van a establecer las Disposiciones Transitorias. Estas podrán ser los plazos en que se van a nombrar los miembros del Consejo, los reglamentos que regularán las sesiones del Consejo para que tomen sus diferentes acuerdos. 
De un análisis del Proyecto de Ley, podemos observar que lo antes expuesto en líneas anteriores, si cumple las expectativas en los dos primeros capítulos. Posteriormente nos encontramos, que el capítulo III del Proyecto de Ley de referencia, es inexistente; pareciera ser que estamos ante un error material. Es inconcebible que la Asamblea Legislativa publique un proyecto de ley sin revisarlo minuciosamente. 
En el capítulo IV del Proyecto de Ley en estudio se dedica exclusivamente a señalarse la designación, perfil y duración del mandato por parte del presidente, sus incompatibilidades. Se deja de lado en este capítulo los aspectos financieros y presupuestarios del Consejo. Este tema financiero y presupuestario del Consejo, deberá ser regulado en éste capítulo; estableciéndose los mecanismos adecuados para su control. 
En el proyecto de ley en estudio se hace un nuevo capítulo, el quinto, para regular al titular, designación, funciones, perfil e incompatibilidades de la Secretaría técnica-ejecutiva del Consejo Económico y Social de Costa Rica. Lo anterior es un error, ya que pudo regularse sin ningún problema en el capítulo IV, cuando se reguló sobre el presidente del Consejo. 
Se redacta un capítulo VI, para regular la financiación del Consejo, cuando dicho tema debió de haberse incluido en el capítulo cuarto, capítulo referente a los temas de financiación de los diferentes miembros y actividades del Consejo Económico y Social de Costa Rica. 
Considero que lo contenido en el capítulo VII no son, según la doctrina, disposiciones generales ( las disposiciones generales tiene un carácter permanente, ya que se refieren al contenido de la ley, por lo general, regulan aspectos formales, estableciendo conceptos o procedimientos). En el artículo 18 de este capítulo VII, inciso a) y b) refiere a las funciones que tiene que llevar a cabo el Pleno o la Asamblea General, este tema se podría regular en el capítulo IV; junto con el análisis que se le hace al Presidente y a la Secretaría Técnica-Ejecutiva. 
OTRAS CONSIDERACIONES IMPORTANTES: 
Consideramos que la naturaleza jurídica que se le ha otorgado a dicho Consejo no es clara ni precisa, padece de ambigüedad, ya que no se dice en forma convincente, como deberá este Consejo llevar a cabo el foro de diálogo y concertación social a nivel nacional, con las diferentes clases sociales que componen el Estado Costarricense. Si lo anterior no es claro, el citado Consejo no podrá convertirse en un verdadero asesor de los Poderes Legislativo y Ejecutivo. 
En el artículo 3 se establece la composición del pleno. El pleno para los suscritos es una Asamblea General de todos los sectores económicos y sociales de nuestro país. Pero la composición de ese “pleno” consideramos que deberá ser más representativo para todos y cada uno de esos sectores. No explica la ley porqué en un sector hay más representantes que en otro. Si la distribución del pleno se mantiene en la forma que actualmente se encuentra en el proyecto, es peligroso que se tomen decisiones que no vayan en beneficio de la totalidad de los diferentes sectores de la sociedad costarricense. Verbigracia: ¿Cuáles son los criterios políticos, económicos, sociales, entre otros., para determinar que por el Magisterio Nacional solamente vaya a ese pleno, un representante?, cuando todos sabemos que bajo el ordenamiento jurídico del Magisterio se cobija gran número de trabajadores docentes, administrativos y de otras categorías. En ese mismo sentido se encuentra las diferentes poblaciones indígenas de nuestro país; las cuales no deberán de agruparse bajo un solo representante, pues toda vez que tenemos en Costa Rica siete o más distintas, con dialectos varios, ubicados en diferentes áreas de nuestro país. 
En el artículo 4, se disponen que los miembros del pleno tengan derecho a cobrar sus dietas, por cada una de las reuniones en donde asisten, pero el presente proyecto de ley no establece de donde se tomará el dinero para darle sustento económico a la creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica; a pesar de que en el artículo 16 se establece que su financiamiento va a estar con cargo a la ley de presupuesto ordinario de la República. La circunstancia de que va a estar con cargo a la ley de presupuesto ordinario, no le da por si solo un financiamiento seguro y estable al órgano que se va a crear. 
No compartimos lo dispuesto en el artículo 9 del citado proyecto, cuando se dispone que el presidente del Consejo Económico y Social de Costa Rica sea propuesto por el presidente de la República en turno y ratificado por el pleno. Es importante señalar con relación a todo lo antes expuesto, que en Costa Rica existe el “CES de Costa Rica” que es un ente total y absolutamente desconcentrado, con autonomía administrativa, funcional y plena capacidad para el cumplimiento de sus fines, en donde no pueden existir intromisiones del Poder Ejecutivo. El Consejo Económico y Social de Costa Rica, para un verdadero funcionamiento válido y eficaz para el desarrollo del país, no debe convertirse en un botín político. 
Se llama la atención en el sentido, que éste Órgano no se convierta en un ente que realiza duplicidad de funciones administrativas que otros componentes del Estado ya realizan. Igualmente que no sea una carga más para el erario público. Ejemplo de lo anterior, sería el Comité Consultivo del Sistema de Integración Centroamericano (CCSICA) organismo regional centroamericano, que cumple con funciones similares a las que cumpliría el Consejo Económico y Social de Costa Rica. Instituto regional al cual Costa Rica se encuentra adscrita y cuya sede se encuentra en nuestro país”.

5. La Secretaría del Consejo Institucional, recibe oficio, AE-453-2013  con fecha de recibido 20 de agosto del 2013, suscrito por el Dr. Alejandro Masís, Director de la Escuela de Administración de Empresas, dirigido a la Licda. Bertalía Sánchez S., Directora Ejecutiva de la Secretaría del Consejo Institucional, en el cual remite criterio sobre el Proyecto de Ley de creación del Consejo Económico Social de Costa Rica, Expediente No. 18.063, el cual dice:

“Considerando que:

1. En el artículo 1 del proyecto de Ley Consejo Económico y Social de Costa Rica (CES) se consigna “El CES de Costa Rica es una institución permanente de diálogo, concertación social y de asesoría, en el ámbito de su competencia, entre el Poder Ejecutivo y el Poder Legislativo, así como las instituciones autónomas del Estado”, pero no se indica explícitamente sobre sus fines y atribuciones.
2. Las funciones sugeridas para el Presidente y el secretario Ejecutivo del CES son redundantes entre sí y no queda clara la necesidad de ambas figuras.
3. La conformación del pleno del Consejo es desequilibrada y podría dar pie a parcialidad, por ejemplo se proponen  10 representantes del sector empresarial y cinco del sector sindical
4. En el artículo 5 del proyecto de Ley del CES, se indica que las organizaciones deben ser representativas de su sector, no se aclara la  manera en que se verificará esta representatividad, quien y cómo  elegirá a los representantes, por ejemplo en el sector sindical, los colegios profesionales y otros grupos?
5. En el artículo 8, inciso n, sub-incisos del 2 al 10 del proyecto de ley del CES se mezclan las funciones y atribuciones del Pleno del Consejo con los temas en los que se deben “Emitir dictamen, con carácter preceptivo”.
MIDEPLAN tiene como:
a. Misión: “Orientar el desarrollo nacional y mejorar la gestión pública a corto, mediano y largo plazo, asesorando a la Presidencia de la República en la toma de decisiones, elaborando insumos estratégicos de calidad, propiciando el debate nacional y coordinando el Sistema Nacional de Planificación”.
b. Visión: “Ser una institución estratégica para el desarrollo nacional y el mejoramiento de la  gestión pública, reconocida por su  capacidad de generar insumos oportunos y de alta calidad técnica para la toma de decisiones, y promover el debate nacional con la participación de diversos actores de  la sociedad”.
c. Objetivos Estratégicos (algunos):
· Incrementar la calidad de los estudios de proyectos de desarrollo económico y social, de acuerdo con los objetivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo (PND).
· Promover la modernización del Estado por medio de estudios, disposiciones y lineamientos.
· Incorporar métodos participativos para conocer y satisfacer las necesidades de la ciudadanía.
· Mejorar la calidad de la inversión pública a través de proyectos formulados y  evaluados de acuerdo con los criterios establecidos en las normas técnicas de inversión pública y el Banco de Proyectos de Inversión Pública (BPIP).
· Mejorar la evaluación pública para apoyar la toma de decisiones oportunas, el  mejoramiento de la gestión y la rendición de cuentas en beneficio de la ciudadanía.
Se concluye que:
1. El documento requiere ser completado (por ejemplo en “los fines” del CES);  revisado para evitar incoherencias (ejemplo: las detectadas en el artículo 8)
2. Existe redundancia entre lo que estipula la ley de creación de MIDEPLAN y lo que  parecieran ser objetivos del CES
3. La creación del CES en sí no es de ninguna manera una garantía para el éxito del diálogo social que se propone”





SE ACUERDA: 

a. Pronunciarse en contra del Proyecto de “Ley Creación del Consejo Económico y Social de Costa Rica”,  Expediente No. 18.663, con fundamento en las  consideraciones, sugerencias y recomendaciones emitidas por los entes técnicos consultados de esta Institución.

b. Comunicar.  ACUERDO FIRME.


Palabras Clave:  Proyecto Ley - Consejo Económico -  Social – 18.663 
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